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INTRODUCCIÓN
En el presente trabajo analizo el vínculo de la globalización con uno
de los aspectos del narcotráfico: la militarización del combate anti-
narcóticos, para ubicar las razones y efectos de esta última. Con tal
propósito expongo el contexto general de la globalización, particula-
rizando en los ingredientes que modifican el narcotráfico; después
respondo a la pregunta ¿por qué se militariza en Estados Unidos y
México la política antinarcóticos? Posteriormente explico el alcance
y los resultados de la incorporación de las fuerzas armadas a la lucha
contra el narcotráfico, primero en Estados Unidos y después en Mé-
xico, para concluir con algunas observaciones al respecto.
Mi hipótesis es que la participación de los militares en la guerra
contra las drogas tiene efectos diferentes que dependen de la forta-
leza institucional que posean los Estados respectivos, así como de
su capacidad para enfrentar los diversos retos de la globalización.
* Investigadora del área de Estados Unidos del CISAN. Correo electrónico: <silvel@ servidor.
unam.mx>.
CONTEXTO DE LA GLOBALIZACIÓN
Por tratarse de un fenómeno tan reciente, hoy aún son debatibles
las numerosas acepciones del concepto de globalización, así como
también son diversas las fechas con que se data y los intentos teóri-
cos para explicarla. Para los fines del presente trabajo importa más
remitirse a los hechos concretos que le dan sustancia.
Surgido de forma franca con el fin de la guerra fría y del socialismo
real, el proceso conocido actualmente como globalización ha moti-
vado la ampliación del libre comercio, el debilitamiento del Estado-
nación, el adelgazamiento de la soberanía estatal y la mayor poro-
sidad de las fronteras nacionales; también ha propiciado avances
tecnológicos patentes, por ejemplo, la calidad, número y velocidad
de las comunicaciones.
Ahora bien, aunque algunos analistas conciben la globalización
como un proceso benéfico1 tendiente a la homogeneización de con-
sumos, demandas y lenguajes, su impacto y consecuencias han sido
diferenciados, sobre todo entre los países desarrollados y en desarro-
llo. Más aún, también tiene consecuencias dinamizadoras en ámbitos
todavía no considerados por la ley, y crea nuevas zonas grises, inde-
finidas entre lo legal y lo ilegal.2
Efectos de la globalización en el combate al narcotráfico
Uno de los terrenos donde se evidencia la globalización es en el cre-
cimiento del narcotráfico, principal componente contemporáneo del
crimen internacional y de la delincuencia organizada. Integrado por
el tráfico de sustancias prohibidas alteradoras de la conciencia, algu-
nas consideradas ilícitas desde principios del siglo XX, la presente si-
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1 Hernando Gómez Buendía, The Limits of the Global Village. Globalisation, Nations and the State
(Helsinki: World Institute for Development Studies 5, The United Nations University, 1995), 22.
2 Por ejemplo, con la ampliación de tareas para policías y militares nacionales y extranjeros
que actúan dentro de un territorio determinado, han surgido conductas no contempladas por
la ley, pero que son consideradas nocivas o incluso violatorias de la soberanía, de los derechos
humanos y civiles. Así podrían considerarse algunas detenciones ilegales, la tortura, el espiona-
je y la vigilancia que, entre otras, son realizadas bajo pretexto de “sospechas” no fundamentadas.
tuación del narcotráfico mundial muestra un crecimiento del volumen,
la variedad y el número de los fármacos producidos y traficados, el
incremento de sus enormes beneficios; asimismo —en ciertos ca-
sos— han aumentado las distancias que recorren éstos y las drogas
precursoras, ya sean naturales o sintéticas, por los cinco continentes.
Los efectos de la globalización han acelerado las actividades liga-
das al tráfico de fármacos, además de que han desarrollado y/o mu-
dado muchas de las actividades que le dan vida y forma. Igualmente
se han extendido los modos de traficar y el número de personas in-
volucradas en su combate a nivel nacional e internacional. Paradóji-
camente, pese a la mayor extensión del fenómeno, en América es es-
caso el cuestionamiento de la ideología que sustenta el diseño de
las políticas antinarcóticos3 y no existe una sola evaluación eficaz
de éstas, ni de la falta de correspondencia entre las tareas realizadas
y los objetivos perseguidos.
Según el Programa de Control de Drogas de la Organización de
las Naciones Unidas (UNDCP, por sus siglas en inglés), respecto de las
cifras de 1985, hoy se ha duplicado la producción de hoja de coca y
triplicado la de opio,4 por no hablar de la mariguana, cuya producción
se ha multiplicado tanto en número de hectáreas cultivadas a cielo
abierto, como en cultivos bajo techo.5 De acuerdo con el informe de
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), el consumo de fárma-
cos ha aumentado en todo el mundo, excepto en Estados Unidos.6 Las
drogas sintéticas y semisintéticas, por su parte, han alcanzado una
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3 Desequilibradas desde su origen por su concentración en el ataque a la oferta y la tole-
rancia de la demanda. 
4 El cultivo de opio se expandió a casi 280 000 hectáreas en 1996 y el de hoja de coca
ocupó en ese año 220 000 hectáreas. Véase United Nations Drug Control Programme (UNDCP),
World Drug Report (Nueva York: Oxford University Press, 1997), 18.
5 “Debe observarse que Estados Unidos produce al menos una tercera parte de la marigua-
na que se consume en el país y es uno de los principales productores mundiales de las
metanfetaminas y de las llamadas «drogas de diseñador»”. Peter H. Smith, “La economía políti-
ca de las drogas”, en Peter H. Smith, comp., El combate a las drogas en América (México: FCE,
1993), 45 y 181-206.
6 En Estados Unidos, afirman, ha permanecido sin variaciones sustantivas desde 1990 (6.5
por ciento de la población mayor de 12 años, aproximadamente 13 900 000 consumidores regu-
lares), aunque reconocen que se ha duplicado entre los estratos más jóvenes. Véase Depart-
ment of Health/Human Services, SAMHSA, USA, 1994 National Household Survey on Drug
Abuse, Findings (Washington, D.C.: septiembre de 1995), 3 y 13.
expansión productiva7 que supera en crecimiento la de los fármacos
naturales, ya que aquéllas son consumidas “en prácticamente cual-
quier región del mundo”.8
Derivada del combate antidrogas, la gran movilidad de estos tra-
siegos extiende o diversifica la antigua estructura regional y local de
comercio ilegal, pues crea nuevas rutas, extiende sus efectos e invo-
lucra a nuevas poblaciones en tráficos y consumos prohibidos antes
ajenos. Tal es el caso de Sudamérica,9 donde, países como Perú, Bo-
livia y Colombia, así como del Caribe y México, transitan miles de
toneladas de fármacos por cielo, mar, tierra —e incluso bajo ésta—
la mayor parte con destino al norte, rumbo al amplio mercado ilegal
estadunidense y, en menor medida, a Canadá.
* * *
Estados Unidos es un antiguo consumidor y primer promotor de la
prohibición del abuso de fármacos, cuyo patrón cíclico de consumo
en la actualidad está en descenso, si atendemos a las cifras oficiales
de nuestro vecino. Estados Unidos vivió entre las décadas de los se-
senta a los ochenta el más reciente ciclo ascendente del consumo,
principalmente de mariguana, heroína, cocaína, alucinógenos y crack,
con diversas intensidades no siempre coincidentes.
Al inicio, su sociedad enfrentó este fenómeno con relativa indife-
rencia ante el aumento del consumo de fármacos entre la juventud,
pero paulatinamente fue creciendo la preocupación por los daños
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7 Su elaboración presenta ventajas especiales que las hacen muy fáciles de producir en
cantidades ilimitadas, cerca de su mercado y, además, con precursores legales y accesibles; el
margen de ganancia es aún mayor que el del crack, ventajas que multiplican a los participantes
en el delito. Ahora bien, las desventajas para los consumidores también son muchas: sus per-
files de actividad farmacológica son desconocidos; con frecuencia están contaminadas a causa
de su elaboración clandestina; no están probadas clínicamente y, por lo tanto, sus reacciones
negativas están fuera de control; desarrollan tolerancia más rápido, sin mencionar el peligro
de contagio del SIDA cuando son inyectadas. Véase Barbara Remberg, “Stimulant Abuse: From
Amphetamine to Ecstasy”, en UNDCP, World Drug Report, 38-41.
8 Abarcan, al menos, las del grupo ATS (Amphetamine Type Stimulants), las del grupo Éxta-
sis (MDMA), el conocido LSD o ácido lisérgico, y las llamadas “drogas de diseño”. Ibid., 19.
9 Hoy también participan en alguna fase de transformación o de tránsito, y en diversas
proporciones, Brasil, Argentina, Chile, Uruguay y Paraguay, casi toda Centroamérica y el Ca-
ribe, además de Canadá.
individuales y sociales cada vez más notorios. Esto se reflejó en el
gradual e irregular endurecimiento de sus leyes federales y estatales,
así como en su aplicación tanto a nivel nacional como internacional,
y una mayor insistencia de su Congreso sobre el tema. El punto cul-
minante de este ciclo fue cuando el presidente Ronald Reagan de-
claró la Guerra contra las drogas, cuya orientación central era el com-
bate a la oferta de fármacos provenientes del extranjero y la tolerancia
hacia el consumo interno.
Por su parte, México es antiguo productor de mariguana y opio, país
de tránsito de la cocaína y otras sustancias precursoras; también ha de-
sempeñado un papel significativo en este comercio, al ser su vecino nor-
teño el mayor mercado mundial de drogas legales e ilegales. Su impor-
tancia relativa como proveedor aumentó a principios de los setenta, a
raíz de dos hechos: la creciente demanda en Estados Unidos10 y el im-
previsto resultado de los éxitos parciales del combate a la producción de
drogas en Turquía y a las redes criminales de narcotraficantes en Europa.
No obstante que en los años setenta se obtuvieron en México algu-
nos éxitos temporales en la erradicación y prohibición mediante la
Operación Cóndor, a principios de los ochenta nuestro país recuperó
un sitio relevante como proveedor de drogas para Estados Unidos.11
En estas fechas, el proceso de globalización avanzaba y era más
visible, por ejemplo, en el adelgazamiento del Estado y en la relaja-
ción de sus controles para dar libre paso al flujo de mercancías, fi-
nanzas y servicios, obedientes al mandato del mercado. Tal situación
también benefició a las mercancías de tipo ilegal, provocando que
el fenómeno del tráfico de fármacos se ampliara en todos los niveles:
binacional, regional y mundial. Se realizaron entonces, entre otras,
las siguientes modificaciones:
• Cambios de escala que multiplican la producción y los produc-
tores, volúmenes traficados, consumo, beneficios, delincuentes,
mercados locales, regionales y globales, vías y medios de acceso
a mercados, corrupción, opciones de “lavado” de dinero, presu-
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10 Bruce M. Bagley, “Los mitos de la militarización: las fuerzas armadas en la Guerra con-
tra las drogas”, en Smith, comp., El combate..., 181-206.
11 Recientemente, su importancia relativa ha decrecido con un nuevo traslado de algunas
rutas hacia el Caribe y el Pacífico.
puestos y equipo para el combate antinarcóticos, actores invo-
lucrados, tácticas, leyes, policías, cárceles, prisioneros, etcétera.
• Influencia de avances tecnológicos en la creación de nuevas
drogas y cambios en las de origen vegetal, todas con mayor pu-
reza y potencia; en cuanto a la cocaína, se le añadió color y se
suprimió su olor característico12 lo que dificulta muchísimo su
detección; creación de nuevas drogas sintéticas y semisintéticas;
mayor complejidad de armas, transportes y equipos de comu-
nicaciones, de vigilancia y/o rastreo usados por ambos conten-
dientes en esta lucha, autoridades y delincuentes; modificación
e incremento de instrumentos financieros útiles para el “lavado”
de dinero: bancos, financieras, casas de cambio, inversiones di-
rectas e indirectas, transferencias y otros.
• Profesionalización de las organizaciones delictivas, con mayor
eficiencia y recursos de sobra para adquirir mejores armas, equi-
po, transportes; para comprar los servicios profesionales de quí-
micos, contadores y abogados; así como para corromper fun-
cionarios y abrirse paso en el comercio legal y en los laberintos
de la justicia. De esta forma, produjeron una escalada en la pro-
ducción y en las cantidades de fármacos traficados, asimismo
en la corrupción, la violencia e inseguridad crecientes.
Estos y otros elementos contribuyeron a la extensión y profun-
dización del fenómeno del narcotráfico y, correlativamente, afectaron
la complejidad de su combate en todo el mundo.
¿POR QUÉ SE MILITARIZA EN ESTADOS UNIDOS
Y MÉXICO LA POLÍTICA ANTINARCÓTICOS?
Estados Unidos
Como mencionábamos antes, en los años setenta y ochenta aumen-
taron tanto la demanda de los consumidores estadunidenses de fár-
macos, como sus efectos negativos en la población y los reclamos de
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12 Federal Information Systems Corporation, Legislate Report for the 106th Congress, prue-
bas presentadas por Barry R. McCaffrey, director de la Office of National Drugs Control
ésta; además se intensificó la presión de la sociedad sobre los con-
gresistas, quienes, a su vez, la ejercieron sobre el presidente Ronald
Reagan (1980-1988). Es conveniente destacar que, en opinión de la
analista Celia Toro, lo que motivó la Guerra contra las drogas de
Reagan no fue el aumento del consumo, sino el número de muertes
por sobredosis en los estratos medios.13
Sea cual fuere la razón, Reagan declaró la Guerra contra las dro-
gas en 1982 y la elevó al rango de asunto de seguridad nacional en
abril de 1986.14 De esta forma, el combate al narcotráfico se volvió un
tema de extrema gravedad y urgencia, por lo que, en lo sucesivo,
debía enfrentarse con la colaboración de las Fuerzas Armadas de
Estados Unidos (FAEU). Inicialmente éstas se asignaron para “com-
partir información relacionada con las drogas, obtenida de fuentes
militares, con funcionarios civiles, prestar equipo militar a las agen-
cias de la ley estadunidenses (aduanas, guardacostas y la Agencia
Antidrogas [DEA, por sus siglas en inglés]), ayudar en el manejo de
este equipo y poner las instalaciones militares a disposición de agen-
tes federales”.15 Se excluía expresamente la participación militar
directa en la aplicación de la ley en Estados Unidos y en el extran-
jero; de esa manera no podrían realizar labores de investigación ni
efectuar confiscaciones o arrestos. Aunque no era explícito el manda-
to respecto a la colaboración militar con agentes extranjeros, Reagan
lo interpretó y autorizó extensivamente así.16
Impedidos constitucionalmente (Ley Posse Comitatus, 1878) para
labores policiacas dentro del territorio estadunidense, en 1981 la En-
mienda Nunn17 autorizó a las FAEU para actuar en fronteras y aguas
territoriales, así como en el extranjero, en apoyo a la lucha antidrogas.
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Policy, ante el Senate Armed Services Committee [Comité de Servicios de la Armada en el
Senado], Washington, D.C., miércoles 28 de abril de 1999, 4.
13 Celia Toro, “The Political Repercussions of Drug Trafficking in Mexico”, en E. Joyce y
C. Malamud, eds., Latin America and the Multinational Drug Trade (Nueva York: St. Martin’s
Press-Institute of Latin American Studies, 1998), 135, 133-145.
14 Mediante una Directiva de Decisión de Seguridad Nacional.
15 Bagley, “Los mitos...”, 183.
16 Comandante Aleksandra M. Rhode, “Pushing the Limits of Posse Comitatus”, National
Guard (agosto de 1989): 30-34, citada por Bagley, “Los mitos...”, 184.
17 Adscrita a la Ley de Autorización de la Defensa de 1982. Ibid., 183.
Paulatinamente creció el gasto para cumplir estas tareas, pero su
presupuesto aumentó hasta 1987, cuando el Congreso lo duplicó.18
No obstante, conservaban las siguientes limitaciones:
1) Las FAEU tenían que ser invitadas por el gobierno anfitrión.
2) Las FAEU serían dirigidas y coordinadas por agencias civiles de
Estados Unidos.
3) Su papel quedaría limitado a funciones de apoyo.19
La segunda razón que tuvieron los militares para involucrarse en
la Guerra contra las drogas surgió con el fin de la guerra fría que, a la
vez que convirtió a Estados Unidos en la mayor potencia militar del
planeta, impuso la reducción del aparato militar ante la ausencia de un
enemigo equivalente, claro y concreto que sustituyese al bloque so-
viético. Tal reducción afectaría, desde luego, al presupuesto militar.
En lo sucesivo, aunque Estados Unidos quedó como el único su-
perpoder militar en el mundo sin un enemigo similar, a raíz de la
reestructuración del fin de la guerra fría los intereses de las FAEU se
afectaron debido a las crecientes presiones en dos sentidos: por un
lado, hacia la reducción del aparato bélico, que incluía el cierre de
bases militares, y, por otro, hacia la necesaria modernización de las
FAEU, terreno donde juegan un papel destacado los avances tecno-
lógicos y los contratistas de armas; ambos ingredientes con un pe-
so considerable en la política burocrática20 de la lucha por el pre-
supuesto.
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18 En el año fiscal de 1982, el Departamento de Defensa gastó 4 900 000 dólares; en el
periodo de 1985 su gasto en este renglón fue de 100 000 000 de dólares y en 1987 había cre-
cido a 387 000 000. Ibid., 184-185. 
19 Ibid., 184-185.
20 Por política burocrática se entiende que “[...] la definición y distribución de tareas den-
tro de las dependencias y entre éstas afectan la conducta organizativa, incluyendo los
patrones de cooperación y de conflicto [...]. Los factores estructurales y culturales de la políti-
ca burocrática —que tienen mayor libertad de acción gracias a la naturaleza descentralizada
y plural de la política estadunidense— llevan a las dependencias gubernamentales a cultivar
el clientelismo, además de una opinión pública favorable y el apoyo legislativo para poder
cumplir sus tareas”. John Bailey, “Inteligencia y aplicación de la ley en un contexto de seguri-
dad bilateral. La dinámica burocrática en Estados Unidos”, en Sergio Aguayo Q. y John Bailey,
coords., Las seguridades de México y Estados Unidos en un momento de transición (México:
Siglo XXI editores, 1996), 203.
Renuentes en un primer momento a participar en la lucha antinar-
cóticos, los principales argumentos de los militares eran, según Bruce
Bagley:
a) La intercepción no funcionaría, antes sería necesario reducir
también la demanda.
b) Su capacidad de respuesta sería menoscabada para cumplir su
misión principal: defender a Estados Unidos.
c) Los militares no deberían participar en la aplicación de la ley
civil, pues carecían de la preparación y experiencia necesarias,
además de que se socavarían las libertades civiles y se reduci-
ría el apoyo popular hacia las FAEU.
d) Sus militares quedarían expuestos a la corrupción.21
Sin embargo, y no obstante la evidente sensatez de estas objecio-
nes, las FAEU terminaron involucrándose cada vez más en la Guerra
contra las drogas, pues estas nuevas tareas impedirían la reducción
de su presupuesto y, quizá, favorecerían incluso su incremento.
Actualmente, el Departamento de la Defensa de Estados Unidos
colabora apoyando las metas de la Estrategia Nacional Antidrogas.
Aunque sus miembros no participan activamente en la aprehensión
y arresto de traficantes, ni en los decomisos de sus propiedades, ni
acompañan a las fuerzas antidrogas en operaciones de campo, deben
dar prioridad a las áreas de apoyo donde su impacto sea más sig-
nificativo. Por ejemplo, respecto de la Meta número 4, “Sellamiento
de las fronteras aéreas, terrestres y marítimas de la amenaza de la
droga”, el Departamento de la Defensa operaría 2 radares Rothr, 7
aeronaves antidrogas P-3, un número indeterminado de aeronaves
E-3 Awac, 4 E-2, 4 F-16 y 3 naves radar Tagos.22
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21 Ibid., 182-183.
22 Federal Information System Corporation, Legislate Report for the 106 Congress, 28 de
abril de 1999; Prepared Statement of Brian E. Sheridan, Principal Deputy Assistant Secretary
of Defense for Special Operations and Low Intensity Conflict Capabilities Subcommittee (trans-
cripción 991170403, 411 líneas).
México
Asignados inicialmente los militares desde hace varias décadas a la
erradicación manual de plantíos de mariguana, fue durante la segun-
da mitad de los setenta cuando hubo un constante crecimiento en
el número de efectivos militares destinados a la destrucción de cul-
tivos, prohibición del contrabando de fármacos y arresto de delincuen-
tes. A estas alturas se habían asignado 5 000 soldados a dichas tareas.
En 1987 eran ya 25 000,23 esto es, se habían quintuplicado, como res-
puesta directa a las presiones del gobierno estadunidense; y en 1998
eran 25 527, o sea que se habían mantenido relativamente estables,
aunque sus tareas se han multiplicado, ya que ahora “se ataca de ma-
nera paralela al narcotráfico, al crimen organizado, al tráfico de armas
y a los indocumentados”.24
Las razones que sustentan el crecimiento de la participación de las
Fuerzas Armadas Mexicanas (FAM) en la lucha antinarcóticos en Méxi-
co son diversas. Para varios autores —entre ellos LaMond Tullis y Jorge
E. Tello Peón— es de primera importancia la integridad del Estado
mexicano, ya que las acciones de los narcotraficantes —en términos
de cultivos ilegales, su procesamiento y contrabando— son una amena-
za, pues representan retos a la autoridad del Estado y a su capacidad
para imponer la ley y garantizar la seguridad en el territorio mexicano.25
Ésta es la razón principal —de acuerdo con estos analistas— que
motiva al gobierno de México a participar en programas de fumiga-
ción de plantíos. Para LaMond, esta amenaza era tan grave que incluso
ponía en riesgo el dominio político del Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI).
A principios de los ochenta, a través de la cooperación bilateral
con Estados Unidos, México recibió equipos de fotografía aérea y
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23 Toro, “The Political Repercussions...”, 139.
24 Jesús Aranda, “Incrementó el Ejército acciones de combate al tráfico de drogas”, La
Jornada, 2 de noviembre de 1999, sección “Sociedad y Justicia”, p. 41.
25 Véanse LaMond Tullis, Unintended Consequences, Illegal Drugs & Drug Policies in Nine
Countries (Boulder: Lynne Riener, 1995), 104, y Jorge Tello Peón, “El control del narcotráfico:
operaciones estratégicas e intereses nacionales de México y Estados Unidos en el periodo
posterior a la Guerra Fría”, en Aguayo y Bailey, coords., Las seguridades de México y Estados
Unidos..., 169-183.
de telecomunicaciones, helicópteros, aviones especializados para fu-
migación, piezas de repuesto, entrenamiento para sus efectivos y re-
copilación de inteligencia, útiles para las acciones militares de las
FAM, ahora comprometidas en forma masiva en el combate antinarcó-
ticos. El gobierno mexicano recuperó, temporalmente al menos, su
jurisdicción sobre la totalidad del territorio nacional. Pero en 1983 co-
menzó a crecer nuevamente la demanda de fármacos, especialmen-
te de cocaína, y con ello aumentó la amenaza de los narcotraficantes,
ahora mucho mejor organizados y más audaces, dando lugar a episo-
dios violentos como, por ejemplo, el asesinato de Enrique Camarena,
agente de la DEA, en Guadalajara, Jalisco, en 1985.
A raíz del escándalo que la muerte de Camarena suscitó en el go-
bierno de Estados Unidos y del incremento de sus presiones sobre el
de México, en 1987 el presidente Miguel de la Madrid declaró al nar-
cotráfico como problema de seguridad nacional para México, compro-
metiendo cada vez más presupuesto26 y personal de las FAM, para que
realizaran, además de las labores policiacas de investigación, decomi-
sos, detenciones, erradicaciones y otras actividades.
Después del episodio de la Operación Leyenda, que incluyó el
secuestro, en territorio mexicano, de algunos presuntos delincuentes,
entre ellos el doctor Álvarez Machaín, en 1990, para ser llevados a
la justicia estadunidense y juzgados por su supuesta complicidad en
el asesinato del agente Camarena, estos secuestros fueron convalida-
dos por una decisión de la Suprema Corte de Justicia de Estados
Unidos.27 El entonces presidente Carlos Salinas respondió con la
“mexicanización” del combate antinarcóticos, esto es, en lo subse-
cuente, el gobierno de México no aceptaría los términos de la coo-
peración con Estados Unidos, ateniéndose a sus propios recursos para
combatir al narcotráfico. Asimismo, se reglamentaron oficialmente
las condiciones para la estancia de un número determinado de agen-
tes de la DEA en nuestro país y las labores de acopio de inteligencia
que se les autoriza a realizar.
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26 El gasto de México en la segunda mitad de los años ochenta incluye 60 por ciento del
presupuesto de la Procuraduría General de la República en el control de drogas. Toro, “The
Political Repercussions...”, 134.
27 El doctor Álvarez Machaín fue exonerado por una corte estadunidense en enero de 1993.
Sin embargo, las presiones de la certificación anual de Estados Uni-
dos (vigente desde 1986), sus acciones unilaterales y las constantes
demandas de mayores acciones en la erradicación, aprehensiones, de-
comisos, términos de la extradición, etc., diluyeron las intenciones
de la citada “mexicanización”. No obstante la desconfianza que sub-
yace en las relaciones bilaterales y de los múltiples episodios de
corrupción entre las FAM y los cuerpos policiacos, ambos gobiernos
han firmado numerosos acuerdos en los más variados temas, con
objeto de garantizar y ampliar la cooperación que ahora incluye una
estrecha interrelación entre los ejércitos y las armadas de ambos paí-
ses. Por ejemplo, en 1996, Estados Unidos donó a México materiales
y equipo, incluidos 73 helicópteros Huey, con un valor de aproxi-
madamente 76 000 000 de dólares. Dos años después, en 1998, la
ayuda estadunidense al Ejército Mexicano para acciones antinarcó-
ticos fue de 13 000 000 de dólares. Incluso, por primera vez en la
larga relación bilateral, se han realizado visitas recíprocas de los secre-
tarios de Defensa, William Perry, en 1995, y Raúl Cervantes Aguirre,
en 1996; entre ellas, fue interesante la segunda visita del secretario
Cervantes Aguirre a Washington, a principios del año 2000, en la que
“se [esperaba] que se [profundizaran] las relaciones entre ambos ejér-
citos, particularmente en lo que toca al adiestramiento de militares
mexicanos en labores antidrogas e intercambio de información, que
son los rubros en los que la colaboración se ha intensificado en los últi-
mos cinco años”.28
La Armada de México ahora ha jugado un papel relevante, cuya
participación ha merecido incluso la creación de una nueva zona
naval en Lázaro Cárdenas, Michoacán, para la detección e incautación
marina de cargamentos de narcóticos. El Programa de Intercepción Ma-
rítima de la Secretaría de Marina emplea, en promedio, 56 buques
en las tareas antidrogas, que en 1999 incluyeron la inspección de
2 248 embarcaciones nacionales y 387 extranjeras, revisiones en las
que se encontró droga en 28 casos. Por otra parte, 25 aviones y heli-
cópteros de la Armada “avistaron trece embarcaciones con carga ile-
gal, de un total de 9 402 inspecciones”. En fecha reciente, la Armada
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también reforzó su equipo aéreo con la adquisición de cuatro aviones
rusos Antonov, dotados de radares con alcance de doscientas millas
náuticas y cámara infrarroja de visión nocturna, además de cuatro
helicópteros MI-2 para patrullaje costero y otros cuatro helicópteros
MI-8 para patrullaje marítimo.29
La actual cooperación entre militares de ambos países ha llegado a
extremos inimaginables en otros años. Hasta ahora se ha recibido
equipo en donación que va desde helicópteros, repuestos y equipo
de mantenimiento, cuatro aeronaves de observación C-26, además del
entrenamiento (a cargo de las Fuerzas Especiales de Estados Unidos)
de militares mexicanos de elite y un amplio programa de entrenamien-
to para pilotos y mecánicos de los helicópteros Huey. Desafortunada-
mente, los 73 helicópteros, veteranos de la guerra de Vietnam, con
graves limitaciones de operación, problemas de funcionamiento y de
muy costoso mantenimiento, debieron ser devueltos por inservibles.
Otra obvia razón de la participación de las FAM en la lucha anti-
narcóticos es la vecindad con Estados Unidos, pues, como señala
Peter H. Smith: “México presenta un campo de batalla para que Esta-
dos Unidos luche contra los abastecedores [...] y para que su propio
gobierno desafíe a los traficantes [...]”,30 además de ser ruta de trán-
sito de fármacos, sobre todo después de mediados de los ochenta,
cuando se incrementó la demanda de cocaína. Así, las presiones so-
bre México son congruentes con la política antinarcóticos de Estados
Unidos, cuya premisa orienta hacia el exterior (ataque a la oferta) la
parte sustantiva de su lucha en contra del tráfico de sustancias altera-
doras de la conciencia.
LOS EFECTOS DE LA MILITARIZACIÓN
Estados Unidos
El Ejército de Estados Unidos ha realizado importantes labores com-
plementarias e indirectas al combate, como su participación en el
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Caribe (operaciones Hat Trick I y II), en la Estrategia Andina (Bolivia,
Colombia, Perú), vigilancia en los países de tránsito (Operación Alian-
za, entre Arizona y México), colaboración directa (Operación Blast Fur-
nace, en Bolivia) y de apoyo en países productores. Pero el adaptable
dinamismo del narcotráfico modifica rutas, tácticas, actores y medios.
El efecto final de estas estrategias es nulo y hasta contraproducente
para el objetivo perseguido: terminar con el narcotráfico. Sus impac-
tos resultan disfuncionales en estructuras socioeconómicas ajenas, por
sus ostensibles presencia y métodos: sustitución de cultivos, erradi-
caciones, arrestos y demás acciones.
Estrechamente controladas por el sistema político y por la socie-
dad estadunidenses, las estrategias antidrogas del sector militar eviden-
cian la persistencia de dos posturas:
1. Contra la participación
a) El significado que tiene para las FAEU esta autorización para des-
viar recursos humanos y materiales en el nuevo contexto de la
posguerra fría, frente a la creciente demanda de recursos para
su modernización.
b) Los problemas internos de las FAEU, como la reducción de efec-
tivos, a causa del poco reclutamiento y baja capacidad de re-
tención al ofrecer sueldos inferiores a los civiles, por bajo desem-
pleo civil y escaso sentido de misión de los nuevos reclutas.
c) La disminución de su capacidad de respuesta inmediata (readi-
ness) ante posibles conflictos de seguridad interna o ataques
externos, que son el centro de su compromiso constitucional.
d ) La urgente modernización se torna lenta e insuficiente por fal-
ta de dinero, personal, equipo y demás, desviados a las nuevas
tareas.
2. En favor de la participación
a) Proporciona mayores presupuestos y nuevas tareas en el re-
ciente escenario geoestratégico que reduce sus labores tradicio-
nales y amenaza sus dotaciones; además, las tareas de este com-
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bate confieren prestigio político y mantienen su influencia estruc-
tural, al tiempo que avanzan otros objetivos geoestratégicos.
Por ejemplo, José Luis Piñeiro menciona que, con estos nuevos es-
cenarios regionales y nacionales y la agudización de problemas como
el aumento del narcotráfico, la narcopolítica, el crimen organizado y el
ocasional, sumado al atraso político, a patologías sociales agravadas,
por ejemplo, la pobreza, la migración, las guerrillas y la inestabilidad
de América Latina, el gobierno de Estados Unidos se ve obligado a
revertir sus planes iniciales al fin de la guerra fría.31 Así, en vez de
desmantelar las fuerzas armadas latinoamericanas por obsoletas y
peligrosas para la transición o consolidación democrática, razón por
la cual se había pensado en la conveniencia de sustituirlas por cuer-
pos policiacos nacionales, ahora estimulan el avance de un neomili-
tarismo globalizado.32 Esto es patente cuando el Congreso estaduni-
dense autoriza la venta o transferencia de equipo militar de alta
tecnología a Latinoamérica. Según Piñeiro —con quien coincido—,
los argumentos para lograr esta autorización ocultan los verdaderos
intereses de la industria privada bélica de ese país, 
deseosa de lanzar al mercado sobrantes o desechos de guerra o tecno-
logía obsoleta, así como generar mayor dependencia de las fuerzas
armadas latinoamericanas del sector público de Estados Unidos, dadas
las necesidades de asesoría y entrenamiento para el uso del equipo y
refacciones para el mismo.33
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33 “Las fuerzas armadas [latinoamericanas] están sometidas a los gobiernos civiles demo-
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ción...”, 2.
Resultado
La creciente participación de las FAEU en el combate antidrogas no crea
mayores problemas al Estado o a la sociedad por contar con insti-
tuciones fuertes, bien organizadas, procedimientos establecidos y
conocidos, capaces de absorber posibles conflictos menores.
MÉXICO
Nuestro país, mermado desde la década de los ochenta por continuas
crisis económicas y políticas, atraviesa a fines del siglo XX por una
doble transición: la impuesta por las transformaciones de la globaliza-
ción y las decisiones económicas respectivas, y la transición —buscada
propositivamente por la sociedad para salir del régimen autoritario
del partido de Estado— hacia un sistema político de participación
democrática efectiva.
Respecto a la primera transición, ha originado cambios en el mo-
delo económico de tendencia neoliberal, el cual ha acercado comer-
cialmente aún más a México con su vecino del norte. En cuanto a
la segunda, ha reflejado cambios políticos de alternancia en el poder
para los partidos de oposición (en la ciudad de México y en las
gubernaturas de algunos estados) y un fortalecimiento de los mismos.
No obstante, dichos triunfos no han sido fáciles y el PRI se resiste a
abandonar el poder aun a nivel estatal, pese a su evidente decadencia. 
El presente momento político de doble transición en México, que
ha producido cambios en la orientación económica y en el sistema
político, ha acrecentado la debilidad estructural de las instituciones
públicas, ya de suyo bastante deterioradas; motivó cambios de di-
rección en la política exterior de México: hacia Latinoamérica, aleja-
miento; hacia Estados Unidos, una desequilibrada “asociación” a
través del TLCAN.
Congruente con modificaciones previas al sistema económico, Mé-
xico se sumó a la negociación y firma del TLCAN, lo cual planteó para-
lelamente nuevas políticas de cooperación antinarcóticos con nuestro
—otrora antagonista— actual “socio”; por ejemplo, las modificacio-
nes de índole judicial, como la protección a testigos, las leyes con-
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tra el lavado de dinero y el crimen organizado, así como una insólita
figura diplomática, la extradición temporal, entre otras.
El Grupo de Contacto de Alto Nivel, que reúne a los gobiernos es-
tadunidense y mexicano, lo propuso este último (en 1996) para tratar
de conseguir una cooperación ordenada, limitar la unilateralidad de
Estados Unidos y ser escuchado por éste en los terrenos de la lucha
antinarcóticos. Lo que se tradujo en un inusitado y a la vez forzoso
acercamiento de las FAM con las FAEU; intensificó una colaboración antes
impensable; propició la donación y compra de equipos (convenciona-
les y de alta tecnología); incrementó el entrenamiento de numerosísi-
mos militares mexicanos en los rubros de antinarcóticos, antiguerrilla
y antiterrorismo; estimuló la formación de grupos militares binacio-
nales; nuevos conocimientos diseñados conforme a esquemas y crite-
rios militares estadunidenses y según su interpretación de lo que son
nuestros problemas.
Recientemente, en nombre de la cooperación en la lucha antinar-
cóticos, en Estados Unidos se otorgaron concesiones inusitadas en
materia de seguridad nacional: la autorización de sobrevuelos en te-
rritorio mexicano conferida en 24 horas; asignación de permisos para
que la Guardia Costera estadunidense navegue en aguas mexica-
nas en misiones de investigación antinarcóticos.34 Esto indica que
se marcan ciertos límites en el papel, pero imposibles de cumplir en
la práctica.
En fin, se produce un mayor estímulo a la militarización del com-
bate antinarcóticos:
• Recepción de armas, equipos convencionales y vehículos de
aire, tierra, mar y anfibios.
• La incorporación de la Armada genera nuevas tareas, zonas mi-
litares y bases, además de dotarla de equipo especializado.
• Reciente incorporación de tecnología satelital de comunicacio-
nes y vigilancia, rayos X, equipo aéreo (helicópteros, aviones,
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lanchas rápidas), gracias a la cual participa un mayor número
de militares y marinos en el entrenamiento. La ciudadanía y el
Congreso mismo ignoran y no controlan las decisiones relativas
a lo militar.
Dos tipos de resultados
Positivos. Si consideramos que las FAM son una de las instituciones
básicas del Estado mexicano, constitucionalmente facultadas para ejer-
cer la violencia legítima de aquél y subordinadas al mando civil, es be-
néfico que se fortalezcan con mejores presupuestos, que mejoren su
imagen pública, necesaria en una institución imprescindible del Es-
tado, que se les otorgue más y mejor equipo convencional —siem-
pre insuficiente— y de alta tecnología —inexistente— para sus tareas
tradicionales. 
Negativos. Tanto la incorporación como el aumento de su parti-
cipación en la lucha antinarcóticos no se consultó ni acordó con los
órganos representativos de la sociedad; y su conducta, el destino de
su gasto presupuestal, los acuerdos convenidos con gobiernos y fuer-
zas armadas extranjeras, así como la pertinencia de los mismos per-
manecen ignorados por la sociedad y totalmente fuera de su con-
trol. Además, se exponen a una mayor corrupción. Hoy, numerosos
militares de todas las jerarquías están bajo proceso o han sido con-
signados y sentenciados, sin contar con los recursos legales de cual-
quier ciudadano común. Esto puede calificarse de excesivo para el
fuero militar. Como observa Celia Toro, la corrupción institucional
es un efecto de las políticas punitivas, no el motivo de su fracaso.35
Existe una mayor y más extendida violencia e inseguridad en el
territorio nacional por la ruptura de cárteles, la proliferación de gru-
pos más pequeños e incontrolables de narcotraficantes, enfrenta-
mientos entre corporaciones policiales y militares, con delincuentes,
etcétera.36
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Según un informe de la ONU, cada vez ocurren más violaciones a los
derechos humanos de la ciudadanía y se multiplican los incidentes en
zonas controladas por el ejército. La sola presencia militar, más fre-
cuente y extendida, es intimidatoria para la población, pese a sus la-
bores eficaces en salvamentos y en casos de desastres naturales.
Se confunden las tareas militares de ataque a las guerrillas con el
combate al narco en Guerrero, Oaxaca y Chiapas, aunque su recien-
te desincorporación de labores policiacas para reforzar la seguridad
pública es plausible. Esto aumenta su importancia relativa en el con-
texto nacional y su peso internacional.
Balance. Considero que los resultados negativos rebasan a los
positivos. Es más, aun los enunciados como positivos, en las condi-
ciones de inestabilidad actual, podrían revertirse en contra de la po-
blación. Es de suma importancia enfatizar la falta de control que la
sociedad tiene sobre sus FAM, y señalar que la gran autonomía de
la que éstas gozan sólo está garantizada por su tradicional naciona-
lismo y el respeto y subordinación al poder civil, pues, en teoría,
ésta la controla el jefe del Poder Ejecutivo, nadie más.
CONCLUSIONES
En el marco de la globalización, incorporar masivamente las fuerzas
armadas al combate al narcotráfico en momentos de creciente ines-
tabilidad económica, política y social es negativo, ya que las debili-
ta como institución necesaria e indispensable para el Estado-nación;
absorbe recursos humanos y materiales necesarios para tareas mili-
tares de seguridad interna, por ejemplo, las guerrillas (81 grupos, de
los cuales 3 son importantes: el EZLN, el ERPI y el EPR). Es negativo
porque las expone a la inmensa corrupción del narcotráfico y las
debilita como institución del Estado, al tiempo que, paradójicamente,
aumenta su peso relativo en el proceso de toma de decisiones, en el
que podría desequilibrar la relación civil-militar básica. Más aún, por
su intensa colaboración actual con las FAEU, podrían convertirse en su
interlocutor institucional privilegiado, lo cual, en las condiciones actua-
les, abriría la puerta a una multitud de escenarios e interpretaciones.
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